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1.  RENTAS OBTENIDAS CON ESTABLECIMIENTO PERMANENTE Y SIN 

ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. 

El objeto de este capítulo es analizar cómo atribuir un beneficio, o pérdida, a un 
establecimiento permanente. 

Veremos diferencias, tanto de concepto, como de tributación, entre las rentas 
obtenidas por mediación de un establecimiento permanente y las obtenidas sin 
mediación de establecimiento permanente, a las que se refieren otros capítulos 
de este manual. 

Diferencias de concepto: el establecimiento permanente grava el rendimiento de 
una actividad. Por el contrario, las rentas sin establecimiento permanente son, 
normalmente, tipos concretos de renta que tributan de forma individual. 
Cánones, intereses, rentas del trabajo, etc. 
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Diferencias de tributación: las rentas obtenidas por no residentes sin 
establecimiento permanente tributan por cada renta obtenida. Tributa cada tipo 
de renta, cada vez que se obtenga esa renta. Sin embargo, el establecimiento 
permanente tributa por el rendimiento global del mismo obtenido durante un 
ejercicio, con los matices que veremos. 

Distinguimos así entre rentas específicas, que tienen un tratamiento previsto en 
la norma (cánones, intereses, rentas de artistas y deportistas, etc.), que tributan 
de forma separada, aunque sean todas ellas obtenidas por una misma persona, 
y la renta genérica de una actividad económica, que tributa de forma conjunta. 

Las rentas de actividades económicas obtenidas por entidades no residentes 
solo tributan en el país de la fuente si la entidad tiene una sustancia “suficiente” 
en este último país. La determinación de la existencia de un establecimiento 
permanente requiere, por tanto, un primer análisis de si la entidad no residente 
tiene una presencia “suficiente” en otro país, como para desencadenar una 
obligación de genérica de tributación por sus rentas. 

Si la presencia no es “suficiente”, el análisis de la tributación de la entidad no 
residente se deberá hacer renta por renta, de acuerdo a las reglas establecidas 
para rentas obtenidas sin mediación de un establecimiento permanente. 

Una cuestión que deberemos tener en mente en todo momento es que la figura 
del establecimiento permanente busca equiparar su tributación a la de una 
sociedad filial con personalidad jurídica propia, pero que un establecimiento 
permanente es una parte de la entidad mercantil no residente a la que pertenece, 
no es una entidad con personalidad distinta de la de la sociedad. 

Esta circunstancia va a dar lugar a complejidades y peculiaridades a las que nos 
vamos a tener que enfrentar para determinar cuál es la renta que debe tributar. 

En resumen, la tributación de un establecimiento permanente es un proceso que 
requiere dos fases, en la primera se debe evaluar si la sociedad no residente 
tiene suficiente presencia en otra jurisdicción como para entender que existe el 
establecimiento permanente. 

Solo si entendemos que la presencia es suficiente como para dar lugar a un 
establecimiento permanente pasaremos a la segunda fase, que es determinar la 
tributación que debe soportar esta entidad no residente por su actividad en la 
jurisdicción de la fuente. 
 
2. NORMATIVA APLICABLE. 

2.1. NORMATIVA INTERNACIONAL. 

· Convenios para evitar la Doble Imposición, en adelante CDI. 

En primer lugar, deberemos analizar si España tiene un Convenio para evitar la 
Doble Imposición con el otro país, ya sea el país de origen de la entidad que 
pudiera tener un establecimiento permanente en España, ya sea el país en el 
que una entidad española tiene actividad que pudiera dar lugar al surgimiento de 
un establecimiento permanente. 

· Comentarios al Modelo de Convenio para evitar la Doble Imposición de la 
OCDE, en adelante los Comentarios al MDCI. 
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Los Comentarios al MCDI recogen criterios para interpretar las cláusulas de los 
CDI. 

· Informes de Atribución de Beneficios a Establecimientos Permanentes, en 
adelante IABEP. 

Los IABEP establecen reglas comunes sobre cómo debe determinarse la renta 
obtenida por un establecimiento permanente. 

· Directrices de Precios de Transferencia de la OCDE, en adelante las 
Directrices. 

Los IABEP se remiten a las Directrices para la valoración de ciertas operaciones. 

2.2. NORMATIVA INTERNA. 

· Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes. En adelante 
TRLIRNR. 

· Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, en adelante 
LIS. 

Cuando hablamos del establecimiento permanente en España de una entidad 
extranjera, la norma que lo regula es el TRLIRNR, mientras que cuando 
hablamos del establecimiento permanente en el extranjero de una entidad 
española, la norma que lo regula es la LIS. 

En ocasiones ambas normas pueden cruzarse, como cuando el TRLIRNR se 
remite a la LIS para determinar qué es una operación vinculada, o cómo 
valorarla. 

Ambas normas se complementan con sus respectivos desarrollos 
reglamentarios. 

· Real Decreto 1776/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, en adelante RIRNR. 

· Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
del Impuesto sobre Sociedades, en adelante RIS. 
 
3. BASES DE LA TRIBUTACIÓN DEL ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. 

3.1. EL CONCEPTO DE ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. 

La pregunta que responder para saber si una empresa tiene un establecimiento 
permanente en otro país es ¿cuánta sustancia hace falta para entender que 
existe un establecimiento permanente? 

Desde el punto de vista de la norma aplicable, tenemos dos normas que definen 
los establecimientos permanentes, el CDI y el TRLIRNR. 

Lo primero que debemos recordar es que solo la ley nacional, en nuestro caso 
el TRLIRNR puede crear una obligación tributaria. El CDI no puede crear una 
obligación tributaria en España, lo que hace es limitar la capacidad de la ley 
española para crear esa obligación. 

Esto tiene una consecuencia práctica, que es que el TRLIRNR tenderá a ser 
expansivo en la configuración de la obligación del no residente, que a los efectos 
que nos ocupan, es la determinación de la existencia de un establecimiento 
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permanente, mientras que el CDI, de haber uno aplicable, tenderá a restringir la 
potestad de cada estado firmante para establecer la obligación. 

Se pueden plantear, de este modo, dos casos: 

i)  que España tenga un CDI con el otro estado, caso en el cual, la existencia y 
tributación del establecimiento permanente en España de una entidad no 
residente se determinará siguiendo nuestra normativa interna, pero teniendo en 
cuenta las limitaciones que el CDI establezca, 

ii) que España no haya suscrito un CDI con el otro estado, caso en el cual la 
determinación de la existencia de un establecimiento permanente y su tributación 
se realizarán teniendo en cuenta, exclusivamente, la normativa interna. 

¿Significa esto, que si no hay un CDI suscrito con el otro país nos olvidamos de 
la normativa internacional? No exactamente. Lo que significa es que la ley 
española no se verá limitada por una norma común con el otro país, que es el 
CDI. Ahora bien, la interpretación de la norma española sí viene condicionada 
por la normativa internacional. 

Recordemos que las operaciones entre un establecimiento permanente y su 
casa central son operaciones vinculadas, porque lo dicen así el artículo 15.2 del 
TRLIRNR (para el caso de operaciones entre un establecimiento permanente 
español y su casa central no residente) y el artículo 18.2.h de la LIS (para 
operaciones entre una casa central española y sus establecimientos 
permanentes en el extranjero). 

Recordemos igualmente que el TRLIRNR remite a la LIS para valorar las 
operaciones vinculadas. 

Y recordemos, por último, que las operaciones vinculadas se deben valorar con 
arreglo a las Directrices, por señalarlo así la Exposición de motivos de la LIS. Por 
lo tanto, incluso aunque no haya CDI en vigor con el otro país, no nos vamos a 
olvidar completamente de la normativa internacional. 

Desde el punto de vista de la actividad que da lugar al nacimiento de un 
establecimiento permanente, pueden surgir como consecuencia de la existencia 
de un agente dependiente, o como consecuencia de la existencia de un lugar fijo 
de negocios.  

Dentro de estos últimos, veremos una subcategoría especial que son las obras 
de construcción, instalación o montaje, que excedan de cierto periodo de tiempo. 

Cuando analizamos la existencia de un establecimiento permanente, tenemos 
que tener presente que este concepto tiene más de un siglo de antigüedad. A lo 
largo del tiempo han ido evolucionando, tanto la economía, como el propio 
concepto de establecimiento permanente. En 1950, por ejemplo, no existían, ni 
remotamente, los medios tecnológicos de los que hoy disponemos, por lo que 
era mucho más probable que una actividad económica de cierta intensidad en 
otro país requiriese de una presencia y estructura física sustancial.  

Dicho de otra manera, en el pasado, para poder operar en otro país, era mucho 
más necesario tener una estructura determinada. Que una empresa tuviese o no 
un agente dependiente podía ser una cuestión relativamente clara, en el sentido 
de que había que determinar cuáles eran los poderes que tuviese en un país una 
persona dependiente de una empresa no residente en el mismo. Que el agente 
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dependiente tuviese poderes para firmar contratos en nombre de su empresa 
podía ser un elemento definitivo. 

Hoy en día, sin embargo, los contratos se firman online con el teléfono móvil. 

Los requisitos que tradicionalmente determinaban la existencia un 
establecimiento permanente han dejado de ser criterios claros que permitan 
determinar con precisión cuál es la intensidad de la actividad de una empresa en 
otro país. Pasan a ser relevantes elementos más sutiles y menos claros, como 
si en la práctica, los términos acordados por el agente dependiente obligan a la 
empresa, aunque este agente no firme directamente el contrato. 

Todo esto ha dado lugar a un fuerte debate durante los últimos años y a la 
necesidad de replantear la figura del establecimiento permanente, para que 
pueda seguir cumpliendo la función para la que fue diseñado, esto es, el 
establecimiento de unos límites claros que permitan determinar cuándo la 
actividad de una empresa en otro país tiene una intensidad suficiente como para 
que esa sociedad deba tributar en ese otro país. 

En este capítulo no nos vamos a detener a analizar cuándo se origina un 
establecimiento permanente, pero eso no quiere decir que esta cuestión no nos 
afecte en la materia que nos ocupa, que es asignarle una renta. 

La renta que debamos asignar al establecimiento permanente dependerá de las 
funciones que realiza. La determinación precisa de las operaciones de la entidad 
en otro país en el que no es residente no solo es relevante para saber si hay un 
establecimiento permanente, sino también para saber cuál es exactamente la 
actividad que debe gravarse. 

Dicho de otro modo, el análisis de la actividad que una sociedad realiza en un 
país distinto del de su residencia, no solo es relevante para determinar la 
existencia de un establecimiento permanente, también será necesario que la 
atribución de beneficios sea coherente con la actividad realizada. 

3.2. PRINCIPIO DE EMPRESA DISTINTA E INDEPENDIENTE. 

El principio fundamental de la tributación del establecimiento permanente es el 
de que tributa como si fuese una empresa distinta e independiente de su casa 
central. 

Este principio está expresamente recogido en el artículo 7 de los CDI. El 
TRLIRNR no lo recoge expresamente, pero como veremos, su articulado 
responde también a ese principio. 

Ahora bien, hay una idea a la que vamos a volver una y otra vez, porque es 
crítica para entender la tributación del establecimiento permanente. Va a tributar 
“como si fuese una empresa distinta e independiente” de su casa central, pero 
no lo es. El establecimiento permanente no es una entidad distinta, sino parte de 
una empresa no residente. Para poder determinar la renta del establecimiento 
permanente, vamos a tener que asumir “ficciones” que posibiliten esta 
equiparación. 

Imaginemos que una sociedad alemana vende productos a clientes españoles. 
Para ello cuenta con unas oficinas y un equipo comercial. Esta estructura, 
conforme al artículo 13.1.a del TRLIRNR y al artículo 5 del CDI hispano alemán, 
da lugar al surgimiento de un establecimiento permanente por tener un lugar fijo 
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de negocios y posiblemente también por contar con agentes dependientes con 
capacidad de obligar a la empresa alemana. 

Para determinar la tributación del establecimiento permanente, vamos a crear la 
ficción de que es una sociedad distinta de la sociedad alemana. Eso implica, por 
ejemplo, que para que el establecimiento permanente pueda vender productos 
a los clientes españoles, tenemos que crear también la ficción de que antes se 
los compra a la sociedad alemana. 

Sin embargo, ninguna de estas dos cosas es cierta, ni existe una entidad en 
España, la única entidad que tenemos aquí es la alemana, ni hay más compra 
venta que la que la que la entidad alemana realiza con sus clientes finales. 

Necesitamos saber cómo de lejos estamos dispuestos a llevar la ficción de que 
el establecimiento permanente es una entidad distinta de su casa central. 

Esta pregunta ha dado lugar a una evolución histórica que a día de hoy todavía 
nos afecta. 

Hasta 2008, los Comentarios al MCDI, si bien proclamaban este principio de que 
el establecimiento permanente debía tributar como si fuese una entidad distinta 
e independiente de su casa central, establecían ciertas limitaciones a este 
principio. 

En 2008 la OCDE emite un IABEP a fin de unificar las diferentes prácticas de 
atribución de beneficios a los establecimientos permanentes. En los trabajos que 
dieron lugar a este documento ya se planteó la necesidad de dotar de mayor 
coherencia al principio de empresa distinta e independiente. No obstante, se 
reconoció que era complicado porque entraba en contradicción con el MCDI y 
sus Comentarios. 

Por ejemplo, los Comentarios al MCDI de 2008, en su punto 34 (que era el 17.4 
en versiones anteriores) establecía que era “extremadamente difícil, sin duda, 
atribuir la “propiedad” del derecho intangible únicamente a una parte de la 
empresa y pretender que esa parte percibe regalías de otras como si fuera una 
empresa independiente. (…) puede ser preferible que los costes de desarrollo 
de los derechos intangibles se consideren imputables a todas las partes de la 
empresa que hayan de utilizarlos y se repartan, consecuentemente, entre las 
diversas partes de la empresa a las que afectan”. 

El IABEP de 2008 reconoce la preferencia de los Comentarios por el reparto de 
costes en su punto 109, aunque también señala que puede haber otras opciones 
y en su punto 110 menciona el Capítulo VI de las Directrices (el capítulo relativo 
a las transacciones con intangibles entre entidades vinculadas). 

Está clara la preferencia del IABEP de 2008 por las reglas de las Directrices, 
pero también se reconoce la dificultad de hacer compatibles reglas con los 
Comentarios al MCDI vigentes en ese momento. 

En 2010 se aprobaron, una nueva redacción al artículo 7 del MCDI, unos nuevos 
Comentarios y un nuevo IABEP, que adoptaban de forma mucho más coherente 
el principio de empresa separada. 

Por ejemplo, ahora el punto 200 del IABEP de 2010 se remite al Capítulo VI de 
las Directrices para atribuir la propiedad económica del intangible y valorar la 
operación. 
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Ahora, en relación con los intangibles, sí se equiparán plenamente las relaciones 
entre una casa central y un establecimiento a las que tendrían dos sociedades 
vinculadas. 

Hasta 2008 había una preferencia por el reparto de costes entre casa central y 
establecimiento permanente, sin perjuicio de que el IABEP de 2008 reconociese 
que los comentarios al MCDI se quedan cortos, no contemplan todas las 
situaciones específicas que se pueden dar y por lo tanto, podrían existir 
supuestos específicos en los que un pago de plena competencia sea más 
adecuado que un reparto de costes (punto 109, por ejemplo). 

A partir de 2010, el pago de plena competencia que se habría producido entre 
dos empresas independientes pasa a ser la regla general y no una solución 
específica que hay que valorar en cada caso. 

¿Significa esto que en 2010 quedó zanjada la cuestión? Pues no, en absoluto. 

En primer lugar, una cosa es que se modifique el MCDI, y otra muy distinta que 
se modifiquen los diferentes CDI firmados entre los diferentes países. A la fecha 
en que se escribe este texto, solo se ha modificado el CDI con Japón, para todos 
los demás CDI firmados por España, siguen en vigor las reglas de 2008. 

En segundo lugar, nuestro TRLIRNR sigue en su artículo 18 unas reglas que 
corresponden, “mutatis mutandis” a las que estaban vigentes antes de 2008, y 
se ha añadido una DA 6ª al TRLIRNR que se apliquen unas reglas coherentes 
con el IABEP de 2010 cuando así lo prevea el CDI correspondiente.  

Esto implica que en el caso de países con los que no tengamos un CDI, las reglas 
que se aplicarán son las de 2008, no las de 2010. 

3.3. OTRAS REGLAS APLICABLES. 

Otro elemento a tener en cuenta es el de ausencia de fuerza atractiva del 
establecimiento permanente. 

Esto significa que en el establecimiento permanente se podrán gravar única y 
exclusivamente aquellas rentas afectas a la actividad del mismo. 

En otras palabras, que una empresa tenga un establecimiento permanente en 
otro país no significa que todas las actividades que realiza en ese otro país deban 
tributar. Solo lo harán aquellas rentas que estén afectas al establecimiento 
permanente. 

Por ejemplo, si una empresa alemana tiene un establecimiento permanente por 
sus actividades comerciales con clientes españoles, tributará por las rentas 
obtenidas en esta actividad comercial. Ahora bien, si además realiza 
adquisiciones de materias primas en España que remite a su fábrica en 
Alemania, en tanto esta última actividad no está relacionada con la del 
establecimiento permanente, éste carece de fuerza atractiva, es decir, no da 
lugar a que la sociedad alemana deba tributar en España por las funciones 
asociadas a la actividad de compra de materias primas. 

Esto se complementa con otra regla que es la de diversidad de establecimientos 
permanentes. Deberá comprobarse si esta segunda actividad constituye por sí 
misma o no un establecimiento permanente. En caso de que así sea, la entidad 
alemana tendrá dos establecimientos permanentes distintos en España. 
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Por último, mencionaremos que las entidades no pueden fragmentar la actividad 
de un establecimiento permanente en múltiples operaciones para evitar que 
todas, o parte de ellas, no constituyan un establecimiento permanente, o estén 
afectas al mismo. 
 
4. DETERMINACIÓN DE LA RENTA DEL ESTABLECIMIENTO 

PERMANENTE. 

4.1. LOS INFORMES DE ATRIBUCIÓN DE BENEFICIOS A 
ESTABLECIMIENTOS PERMANENTES. 

Los IABEP tuvieron su origen en la constatación de que los diferentes países 
tenían normas muy distintas para determinar las rentas de los establecimientos 
permanentes. Tienen por objeto asentar un criterio lo más homogéneo y 
coherente posible con las Directrices y la valoración de los precios de 
transferencia entre entidades vinculadas, que minimice tanto el riesgo de doble 
imposición, como el de insuficiencia de imposición. Este criterio es denominado 
por los propios IABEP “criterio autorizado por la OCDE” (AOA por sus siglas en 
inglés). 

Los IABEP determinan la renta del establecimiento permanente mediante un 
proceso en dos fases.  

“Primero un análisis funcional y factual, (…) a fin de elaborar 
adecuadamente una hipótesis en la que el establecimiento permanente y 
el resto de la empresa fueran empresas asociadas, cada una de ellas 
desarrollando sus funciones, poseyendo y utilizando sus activos, (y) 
asumiendo sus riesgos. (…) En una segunda fase, se determina la 
remuneración derivada de las operaciones internas entre las empresas 
hipotéticas”. 

A efectos didácticos, nosotros vamos a dividir la fase primera en dos, de modo 
que vamos a realizar el análisis en tres fases: 

· delimitar el establecimiento permanente, sus activos, pasivos, funciones y 
riesgos, 

· determinar cuáles son las operaciones que realiza el establecimiento 
permanente y 

· valorar esas operaciones. 

4.2. DELIMITACIÓN DEL ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. 

Como se ha señalado más arriba, un establecimiento permanente es solo una 
parte de una entidad no residente, que realiza una actividad en otro país con una 
intensidad suficiente como para tener que tributar en el otro país. Pero no es una 
entidad distinta y diferenciada, solo vamos a tratarla como si lo fuera. 

Si fuesen dos entidades distintas, cada una de ellas tendría sus estados 
contables, sus activos y sus recursos financieros. En el caso de un 
establecimiento permanente no es así, por ello, tenemos asignarle una parte de 
los activos, de los fondos propios y de los pasivos de la sociedad, que están 
afectos a su actividad. 
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4.2.1. Asignación de los activos. 

El elemento clave a partir del cual se va a realizar este análisis son las 
denominadas “funciones humanas sustantivas”. 

A partir de estas funciones humanas sustantivas se determinarán la asunción de 
riesgos, y tanto las funciones humanas sustantivas como la asunción de riesgos 
se tendrán en cuenta para atribuir propiedad económica de los activos a un 
establecimiento permanente o a la casa central. 

En general, los activos tangibles se asignarán al establecimiento permanente, 
cuando sea éste quien los utiliza. 

Los activos intangibles se asignarán al establecimiento permanente, en general, 
cuando sea su personal quien ha tomado las decisiones relevantes para su 
creación y su desarrollo. 

Respecto a los riesgos, el punto 24 del IABEP de 2010 (punto 27 en el de 2008) 
analiza dos casos concretos, las existencias y las partidas de clientes. 

En el caso de las existencias, la cuestión relevante es quién toma las decisiones 
relevantes para determinar el volumen de existencias a disposición del 
establecimiento permanente. 

El concepto de riesgo debe analizarse, no en función de lo que diga un contrato 
sobre quién soporta una pérdida, que siempre será la sociedad no residente, 
sino de quién toma las decisiones que implican asumir un riesgo, su gestión, o 
su control. Este es el motivo por el que el análisis del riesgo parte del análisis de 
las funciones humanas sustantivas, porque lo que nos interesa es determinar 
quién realiza las funciones de gestión y control del riesgo. 

Si el personal que toma la decisión de mantener un volumen determinado de 
existencias es del establecimiento permanente, se asignará a éste el riesgo de 
las existencias, mientras que si esa decisión la toma el personal de la casa 
central, el riesgo no se asignará al establecimiento permanente. 

Algo parecido ocurre con las partidas de clientes. Los riesgos asociados a las 
partidas de clientes se asignan en atención a quién realiza el análisis de 
solvencia de los clientes y, teniendo en cuenta esta información, quién decide 
concluir o no la venta. 

De esta manera, teniendo en cuenta quién ejerce las funciones relevantes sobre 
los activos y a quién se deben asignar los riesgos, se van atribuyendo al 
establecimiento permanente los activos afectos a su actividad. 

Una vez asignados los activos, debemos asignar al establecimiento permanente 
recursos financieros, tanto fondos propios, como recursos ajenos. 

4.2.2. Asignación de capital libre y fondos ajenos. 

Los IABEP proponen varias formas posibles de asignar fondos propios, o en los 
términos empleados por el IABEP, capital libre. 

· Criterio de atribución del capital libre real. 

Este método pretende asignar el capital libre real de la empresa a un 
establecimiento permanente en la misma proporción en que se encuentran los 
activos utilizados y riesgos atribuidos. En ejemplo del punto 155 del IABEP de 
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2008, si el EP tiene el 10% de los activos o riesgos de la empresa, se le atribuirá 
el 10% de sus fondos propios. 

· Criterio de atribución del capital económico 

En este método se ponderan los activos por el riesgo de los mismos. 

Se trata de algo muy habitual en el sector bancario, en el que, por ejemplo, si un 
banco tiene deuda pública o corporativa en su activo, debe ponderarse por el 
riesgo que presenta esta deuda. 

En otros sectores, será mucho más complicado de aplicar. 

· Criterio de subcapitalización 

Se atribuiría al establecimiento permanente el capital libre que tendría una 
entidad independiente que realizara actividades idénticas o similares, en las 
mismas o análogas condiciones. 

· Criterio de régimen de protección, cuasisubcapitalización o capital regulado. 

Especialmente concebido para los bancos, a los que los reguladores nacionales 
exigen un capital mínimo. Estos podrían tomar este capital regulado en forma de 
régimen de protección, o puerto seguro, de modo que se entendiese cumplida la 
obligación de atribuir capital libre al establecimiento permanente si este es, al 
menos el exigido por la norma para operar como banco. 

Como señalan los propios IABEP, difícilmente podrá aplicarse fuera del sector 
financiero. 

Finalmente, se asignará parte de los fondos ajenos. 

Lógicamente los activos tienen que igualarse a la suma de recursos propios y 
ajenos. Los fondos propios corresponden al denominado capital libre, de modo 
que los recursos ajenos serán la diferencia entre el activo y el capital libre. 

En parte vendrán determinados por la propia naturaleza del establecimiento 
permanente y sus actividades. Por ejemplo, el establecimiento permanente 
podrá tener financiación específica asociada a sus activos, o partidas de 
proveedores vinculas a sus adquisiciones de bienes o servicios. 

El resto, deberá corresponder a un porcentaje de los fondos ajenos de la entidad 
de la que forme parte el establecimiento permanente. 

4.3. DETERMINACIÓN DE LAS OPERACIONES DEL ESTABLECIMIENTO 
PERMANENTE. 

Una vez delimitado el establecimiento permanente, deberemos delimitar cuáles 
son las operaciones que realiza. 

En parte, se tratará de operaciones realizadas con terceros independientes. 
Operaciones que realiza la sociedad y que se asignan al establecimiento 
permanente. 

La delimitación de los activos y pasivos del establecimiento permanente 
implicará la determinación parte de las operaciones. Por ejemplo, la asignación 
al establecimiento permanente de un inmovilizado también implicará que se le 
deba asignar su amortización, igual que de la asignación de activos y capital libre 
resultará la asignación de una parte de los costes de financiación de la entidad. 
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Sin embargo, otras operaciones se realizan entre el establecimiento permanente 
y su casa central u otros establecimientos permanentes. De nuevo, estas 
operaciones no son reales, son una ficción necesaria para poder determinar la 
renta del establecimiento permanente. Las diferentes partes de una empresa no 
trabajan entre ellas. 

A estas operaciones las denominaremos operaciones internas. 

Para identificar estas operaciones, también deberemos acudir a las funciones 
humanas sustantivas, para, a partir de ellas, identificar los riesgos asumidos por 
las partes. 

Por ejemplo, en el supuesto de la empresa alemana que comercializa sus 
productos en España a través de un establecimiento permanente, si del análisis 
de funciones humanas sustantivas se concluye que su personal en España tiene 
un perfil funcional y de riesgos propio de un comisionista, la operación 
identificada entre establecimiento permanente y casa central será un servicio de 
comisión de ventas. Sin embargo, si el perfil funcional y de riesgos del 
establecimiento permanente corresponde a un distribuidor, la operación 
identificada será una compra de mercancías a la casa central, para venderlas en 
el mercado español. 

Estas operaciones son ficticias, en ambos casos se trata de un mecanismo para 
poder atribuir una renta al establecimiento permanente.  

4.4. VALORACIÓN DE LAS OPERACIONES. 

Una vez identificadas todas las operaciones, deberemos proceder a la valoración 
de las operaciones entre el establecimiento permanente y su casa central o 
entidades vinculadas. 

En este punto es donde nos vamos a encontrar las principales diferencias entre 
el IABEP de 2008 y el de 2010. 

Recordemos que más arriba hemos señalado que la principal diferencia entre 
ambos informes estaba en cómo de lejos se llevaba el principio de empresa 
distinta. 

La aplicación estricta de este principio implicaría la aplicación de las reglas de 
precios de transferencia establecidos en las Directrices a todas las operaciones 
realizadas entre establecimiento permanente y casa central. El IAPEP de 2010 
se aproxima a esta idea, pero el de 2008, en coherencia con el MCDI y los 
Comentarios vigentes hasta ese momento, no podía llegar tan lejos. 

Si un establecimiento permanente realiza la venta de mercancías en su mercado, 
para poder vender las mercancías, antes debería haberlas comprado. Esta 
compra ficticia, se valora siguiendo las reglas establecidas en las Directrices, 
como si fuese una compra realizada a una entidad vinculada. 

Sin embargo, para algunas operaciones, lo que se establece es un reparto de 
los costes entre establecimiento permanente y casa central, pero sin añadir un 
margen de beneficio. 

Estas operaciones serían las siguientes: 

· costes generales y administrativos. El establecimiento permanente admitirá la 
deducción de una parte proporcional de los costes generales y administrativos 
de la sociedad. 
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Es muy posible que el personal de la casa central de Alemania se encargue de 
gestionar las nóminas de todo el personal de la sociedad, incluido el del 
establecimiento permanente español. Aunque estos trabajadores estén en 
Alemania, una parte del coste debe poder deducirse en España, ya que actúa en 
beneficio del establecimiento permanente español. 

Obsérvese que, entre sociedades diferentes, esto no se haría así. Si la matriz 
gestionase las nóminas del personal de una filial, no le repercutiría los costes sin 
margen, le prestaría un servicio que se valoraría a valor de mercado. 

El punto 27 de los Comentarios al MCDI vigentes en 2008 establecía un reparto 
de costes. 

Sin embargo, en el IABEP de 2008 ya se planteaba la evolución hacia las reglas 
del Capítulo VII de las Directrices en su punto 254, admitiendo la diferencia con 
los Comentarios vigentes entonces. 

“254. Un aspecto sobre el que difieren el criterio autorizado por la OCDE 
y los actuales Comentarios consiste en que, en virtud del criterio 
autorizado por la OCDE, el principio de plena competencia se aplica para 
determinar la remuneración derivada de la prestación del servicio.” 

En el IABEP de 2010, con la nueva redacción del MCDI y los nuevos 
comentarios, estos gastos generales y administrativos se equiparán a una 
prestación de servicios intragrupo, por lo que el establecimiento permanente 
puede deducir, tanto el coste, como un margen sobre el mismo. 

· pagos por intangibles. En los Comentarios vigentes en 2008, como ya hemos 
visto, no se permite, con carácter general, la deducción de pagos de cánones y 
royalties por el uso de los intangibles de la sociedad. 

Dado que el establecimiento permanente es parte de la sociedad, es tan dueño 
de los intangibles como la casa central, por ello, en general, no puede deducir 
un royalty o canon. Cuestión distinta es que, en la medida en que utilice estos 
intangibles en su actividad, sí debe contribuir a parte de los costes que generen 
a la sociedad. 

En el IABEP de 2010, al equiparar al establecimiento permanente a una filial, se 
señala que se debe realizar un análisis de la propiedad económica del intangible, 
y si una de las partes usa un intangible desarrollado por la otra parte, podrá exigir 
una retribución de mercado, esto es, un canon, por el uso del intangible. 

4.5. CONSIDERACIONES ESPECÍFICAS DE LOS IABEP RESPECTO DE 
DETERMINADOS TIPOS DE ESTABLECIMIENTOS PERMANENTES. 

Además de las reglas generales para determinar las rentas de los 
establecimientos permanentes a las que nos hemos referido más arriba, los 
IABEP recogen reglas específicas para determinados tipos de establecimientos 
permanentes. En concreto: 

· bancos, 

· empresas que operan en el mercado mundial de instrumentos financieros y 

· aseguradoras. 
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4.6.  CONSIDERACIONES ESPECÍFICAS RESPECTO DE LOS TRABAJOS 
REALIZADOS EN EL PROYECTO BASE EROSION AND PROFIT 
SHIFTING (BEPS). 

En el marco del proyecto BEPS se estableció la denominada acción 7 Impedir la 
elusión artificiosa del establecimiento permanente. 

El informe proponía modificaciones al artículo 5, y dio lugar a la emisión de unas 
Guías adicionales a la atribución de beneficios a establecimientos permanentes 
en 2017. 

Este documento, mucho más escueto que los IABEP, da pautas sobre la 
atribución de beneficios a establecimientos permanentes, teniendo en cuenta lo 
que se ha señalado en el informe definitivo de la acción 7 de BEPS. 

Ahora bien, se introduce también una cuestión que subyacía al concepto de 
establecimiento permanente. Un contribuyente puede realizar funciones que, 
además de dar lugar a una tributación por sí mismas, dan lugar al surgimiento 
de un establecimiento permanente. Eso significa que la actividad de una misma 
entidad da lugar a que existan dos contribuyentes, la propia entidad que realiza 
la actividad por sí misma, y un establecimiento permanente de una entidad no 
residente. 

En la literatura se habla del “double taxpayer approach”, que podemos traducir 
como el enfoque de los dos contribuyentes. 

Imaginemos una sociedad española “ES” que realiza funciones de apoyo a la 
comercialización de otra entidad no residente “NR” en virtud de un contrato de 
prestación de servicios de promoción, en el que carece de la facultad de concluir 
los contratos.  

Sin embargo, de la delimitación precisa de la operación se deduce que, aunque 
formalmente el contrato lo ha concluido “NR”, todos los elementos relevantes, 
salvo la firma han sido negociados y cerrados por “ES”, sin que “NR” intervenga 
en la negociación, ni realice alteraciones en los términos negociados. En 
consecuencia, se concluye que “ES”, en sus actuaciones, da lugar a que “NR” 
tenga en España un establecimiento permanente por agente dependiente. 

“ES”, por tanto, realiza una actividad que da lugar a que existan dos 
contribuyentes, la propia “ES” como prestador de servicios de promoción de 
venta y “NR” como establecimiento permanente de comercialización. 

Ahora bien, esta situación hace que nos tengamos que plantear varias 
preguntas. La primera es cuál es la renta de “NR”, porque si bien es cierto que 
“NR” actúa por medio de un establecimiento permanente, no es menos cierto 
que una parte de la renta obtenida ya ha tributado en “ES”. En buena lógica, 
deberemos tener en cuenta la renta por la que tributa “ES” deduciéndola de la 
que obtenga “NR”. 

En segundo lugar, debemos preguntarnos cuál es la actividad de “ES”. ¿Es 
adecuada la calificación y valoración de la actividad de “ES”? 

Dicho de otra manera, si la conclusión del análisis de la actividad de “ES” es que 
sus funciones y los riesgos que asume van más allá de los de un prestador de 
servicios promocionales, ¿no debería considerarse primero que quizá la 
actividad de “ES” no está bien valorada? Y en caso de tener que valorarse las 
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operaciones de “ES”, ¿cubre esta valoración la renta de distribución que debería 
corresponder a “NR”, de modo que ya no es necesario calcular una renta para 
“NR”? 

Como ya hemos señalado, de la renta de “NR” debe minorarse la que 
corresponde a “ES”. Si “ES” ya tributa por la misma renta que corresponde a 
“NR”, lo más probable es que la renta resultante de restar de la renta de “NR” la 
de “ES”, sea 0. 

No estamos diciendo que, desde un punto de vista teórico, “NR” no tenga un 
establecimiento permanente en España (lo tiene), sino que si la renta de “ES” 
está bien calculada, es muy posible que “NR” ya no deba tributar por una renta 
adicional. 

La Guía adicional a la atribución de beneficios a establecimientos permanentes 
de 2017 se plantea estas cuestiones, pero no da una respuesta a estas 
preguntas.  

Se limita a señalar que es consciente de que hay un punto de intersección entre 
los artículos 7 (que es la base la asignación de beneficios a establecimientos 
permanentes) y 9 (operaciones vinculadas). 

Apunta que algunos países consideran más lógico aplicar antes el artículo 9 que 
el 7, es decir, que primero debe analizarse si la renta de “ES” está bien valorada, 
y solo después de ajustarla, en su caso, analizar si procede asignar una renta 
adicional a “NR” por su establecimiento permanente en España. 

No obstante, no se pronuncia sobre cuál es la forma correcta de actuar, por lo 
que no excluye que haya países que prefieran aplicar directamente el artículo 7, 
sin ajustar previamente la renta de “ES”. 

Lo que sí afirma la Guía es que, cualquiera que sea el procedimiento de 
valoración que se elija, es decir, aplicar el artículo 9 antes que el 7, o aplicar el 
artículo 7 directamente, la renta que se grave en España debe ser la misma, la 
que corresponde a las funciones ejercidas y riesgos gestionados por “ES”. 
 
5. TRIBUTACIÓN DEL ESTABLECIMIENTO DE ACUERDO CON EL 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES. 

5.1. LA DETERMINACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE. 

El TRLIRNR tiene en el artículo 18 las bases de la tributación del establecimiento 
permanente. 

No obstante, hay que señalar que esta regla general tiene una excepción en la 
Disposición Adicional 6 del TRLIRNR. El artículo 18.1.a) no se aplica si España 
ha firmado un convenio para evitar la doble imposición internacional que permita, 
a efectos de determinar la renta de un establecimiento permanente situado en 
territorio español, la deducción de los gastos estimados por operaciones internas 
realizadas con su casa central o con alguno de sus establecimientos 
permanentes situados fuera del territorio español. 

Estos gastos estimados a los que se refiere la DA6 son los que hemos analizado 
al examinar el IABEP de 2010, cánones, servicios intragrupo o intereses. 

En resumen, vamos a ver que el artículo 18.1.a) del TRLIRNR tiene una 
redacción que es coherente con los Comentarios al MCDI vigentes en 2008, no 
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con el IABEP de 2010 aplicable a convenios firmados o renegociados con el texto 
previsto en MCDI de 2010.  

En el momento en que se redactan estas páginas, el único convenio en vigor 
firmado por España que contiene la redacción del MCDI de 2010 es el de Japón. 

Por tanto, el artículo 18.1.a) se aplicará a los establecimientos permanentes de 
sociedades de cualquier país distinto de Japón. 

Los establecimientos permanentes de sociedades japonesas en España 
aplicarán la DA6 del TRLIRNR, que implica que todas las operaciones se 
valorarán con los criterios de las Directrices de Precios de Transferencia de la 
OCDE. 

Hecha esta mención, veamos lo que señala el artículo 18. 

5.1.1. Artículo 18.1 del TRIRNR. 

La renta del establecimiento permanente se determinará de acuerdo con la 
normativa de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (LIS). 

No obstante, “no serán deducibles los pagos que el establecimiento permanente 
efectúe a la casa central o a alguno de sus establecimientos permanentes en 
concepto de cánones, intereses, comisiones, abonados en contraprestación de 
servicios de asistencia técnica o por el uso o la cesión de bienes o derechos.” 

Esta limitación coincide en buena medida con lo que hemos visto decían los 
Comentarios al MCDI vigentes en 2008, limitando la deducción de determinados 
gastos internos de la empresa a una parte del gasto, pero sin margen. 

Debemos entender que, aunque con carácter general, no se permita la 
deducción de un canon, entendida como retribución de mercado por el uso de 
un intangible, sí se admitirá la deducción de una parte de los gastos soportados 
por la empresa con relación a ese intangible, por la parte correspondiente al uso 
que realiza el establecimiento permanente. 

Igualmente, no cabe la deducción de intereses, entendiendo que la casa central 
cargue intereses al establecimiento permanente, pero sí debería admitirse que 
el establecimiento permanente debe contribuir a sufragar los costes financieros 
soportados por la empresa. Además, el propio artículo 18 exceptúa de esta 
limitación de deducción de intereses a los establecimientos permanentes de 
Bancos extranjeros. 

Para concluir con el análisis de los gastos financieros mencionaremos aquí el 
18.1.c) que señala que 

“c) En ningún caso resultarán imputables cantidades correspondientes al 
coste de los capitales propios de la entidad afectos, directa o 
indirectamente, al establecimiento permanente.” 

Lo que el TRLIRNR no nos dice es cómo asignar capital propio al establecimiento 
permanente, pero recordemos que los IABEP sí establecen reglas para calcular 
el capital libre del establecimiento permanente, esto es, qué parte de los fondos 
propios del conjunto de la sociedad debe asignarse al establecimiento 
permanente. 

Volviendo al 18.1.a), igual que ocurría con los cánones y los intereses, tampoco 
se admitirán, con carácter general, cargos al establecimiento permanente por 
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comisiones o asistencia técnica, pero eso no significa que, si hay personal 
comercial o de asistencia técnica prestando sus servicios en beneficio del 
establecimiento permanente, la parte correspondiente de su coste no sea 
deducible. 

En resumen, lo que se impide es que la casa central obtenga un margen o un 
beneficio en operaciones de carácter interno. 

Igualmente, señala el artículo 18.1.b),  

“será deducible la parte razonable de los gastos de dirección y generales 
de administración que corresponda al establecimiento permanente, 
siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 

1.º Reflejo en los estados contables del establecimiento permanente. 

2.º Constancia, mediante memoria informativa presentada con la 
declaración, de los importes, criterios y módulos de reparto. 

3.º Racionalidad y continuidad de los criterios de imputación adoptados.” 

Este punto, de nuevo, es coherente con los Comentarios al MCDI vigentes en 
2008, que permite la deducción de una parte de los gastos generales, pero no 
permite que se incluya un margen sobre esos gastos. 

La norma española también incluye unos requisitos formales para la deducción, 
de imputación contable, justificación y razonabilidad. 

Respecto a qué se considera razonable, la ley establece dos posibles criterios, 
o bien imputación directa, es decir, que el gasto general de administración esté 
directamente vinculado al establecimiento permanente, o bien que se realice una 
atribución proporcional de costes comunes no individualizables, en relación con 
alguno de los siguientes criterios: 

“Cifra de negocios. 

Costes y gastos directos. 

Inversión media en elementos de inmovilizado material afecto a 
actividades o explotaciones económicas. 

Inversión media total en elementos afectos a actividades o explotaciones 
económicas.” 

Esta cláusula es coherente con el comentario 27 al artículo 7 del MCDI de 2008: 

“En el caso, por ejemplo, de los gastos generales de administración 
realizados en la sede central de la empresa, puede ser adecuado 
computar una parte proporcional según la relación entre el volumen de 
ventas del establecimiento permanente (o eventualmente su beneficio 
bruto)” 

Aunque la filosofía es la misma, no deja de llamar la atención que el artículo 18 
y el comentario 27 comparten como criterio de reparto las ventas, pero difieren 
en los demás criterios. 

Sin embargo, las ventas no siempre son un método adecuado para repartir estos 
costes generales. 
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Imaginemos una empresa francesa que tiene una fábrica, y vende su producción, 
en un 50% en Francia y en otro 50% en España, en este caso, a través de un 
establecimiento permanente en España. 

Si repartimos los costes generales de administración en función de las ventas, 
asignaríamos un 50% a España y otro 50% a Francia. No parece razonable. Si 
en Francia tiene tanto una fábrica, como una red comercial, es de esperar que 
utilice los costes generales administrativos con mayor intensidad que en España, 
donde solo tiene una red comercial, pero no fábrica. 

Por ello, los métodos alternativos como gastos o inversión que propone el 
TRLIRNR, o el beneficio bruto que propone el MCDI, resuelven este problema al 
atribuir un mayor porcentaje de costes a Francia. 

Aquí debemos citar la jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo, que llega a 
una solución algo distinta, en el caso de la imputación de gastos generales a 
establecimientos permanentes en el extranjero, de compañías españolas, en 
sentencias de 11-11-2015 y 17-07-2023. 

La sentencia de 2015 se refería a una sociedad española que realizaba 
actividades de extracción y refinería. La Administración consideró que la casa 
central debía repercutir a un establecimiento permanente un porcentaje de los 
gastos de dirección y administración generales. El establecimiento permanente 
solo realizaba actividades de extracción, pero no la de refino que sí hacía la casa 
central. El Tribunal Supremo consideró que se debió verificar “si la totalidad de 
los denominados "gastos de dirección y administración generales" son tales en 
su integridad o si, por el contrario, tal como se sostiene en el escrito de demanda, 
parte de ellos no pueden ser conceptuados como tales, por ser exclusivos de la 
actividad de refinería, no de la extractiva” 

Si aplicamos este criterio a nuestro ejemplo, habría que diferenciar, en primer 
lugar, entre gastos generales de fabricación y gastos generales de distribución, 
y considerar gastos generales a repartir solo los de distribución, ya que el 
establecimiento permanente no hace fabricación. 

Eso sí, al elegir después a un criterio de reparto, si utiliza como criterio el 
inmovilizado, entendemos que se debería repartir solo en función del afecto a la 
actividad de distribución, pues si también tuviésemos en cuenta el inmovilizado 
de fabricación estaríamos ajustando doblemente el hecho de que solo Francia 
hace fabricación. 

Dicho, en otros términos, los métodos de reparto como costes directos, 
inmovilizado o utilidad bruta, tienen en cuenta que en Francia habrá más costes 
directos, más inmovilizado o más utilidad bruta por realizarse dos actividades, no 
solo una, por lo que, al repartir los gastos de dirección y administración 
generales, se estará imputando a la casa central un mayor porcentaje que al 
establecimiento permanente español. 

Sin embargo, para poder aplicar el concepto de gastos de dirección y 
administración generales del Tribunal Supremo, dado que el establecimiento 
permanente español solo hace actividad de distribución, debería excluirse 
previamente del reparto de los gastos de dirección y administración generales 
los de fabricación. 
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Si ahora repartiésemos los gastos de dirección y administración generales por el 
inmovilizado, atribuiríamos un mayor porcentaje a Francia, porque allí está la 
fábrica, circunstancia que no encaja demasiado bien con el hecho de que ya 
hemos separado los gastos de dirección y administración generales de 
fabricación. 

Parece razonable que, si se ha excluido del reparto los costes de fabricación, se 
excluya también del inmovilizado el que esté afecto a la fabricación. 

5.1.2. Disposición adicional 6ª del TRIRNR. 

La DA6 se aplicará cuando el establecimiento permanente pertenezca a un país 
con el que España tiene firmado un CDI que permita “la deducción de los gastos 
estimados por operaciones internas realizadas con su casa central o con alguno 
de sus establecimientos permanentes situados fuera del territorio español”. 

En estos casos no se aplica el artículo 18.1.a) del TRLIRNR, sino que se 
aplicarán las reglas del artículo 18 de la LIS (esto es, las normas de operaciones 
vinculadas y las Directrices). 

Esta norma es consistente con el IABEP de 2010. Podría serlo con el IABEP de 
2008 si se estimasen gastos, pero con las limitaciones de los Comentarios al 
MCDI vigentes en 2008. 

En caso de que se deduzca un gasto estimado, “se considerarán rentas 
obtenidas en territorio español, sin mediación de establecimiento permanente, a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 15.1 de este texto refundido”. 

Es decir, si se reconoce la deducibilidad de un pago estimado, deberá analizarse 
si procede retener sobre ese pago. 

Por ejemplo, si se reconoce la deducibilidad de un pago por un canon 
relacionado con el uso de un intangible perteneciente a la casa central por parte 
del establecimiento permanente, deberá analizarse si el pago de un canon a un 
residente del país de la casa central debe tributar con arreglo al TRLIRNR y al 
CDI firmado con Japón. 

El pago del canon se reconocerá como gasto deducible del establecimiento 
permanente, pero también como una renta obtenida sin establecimiento 
permanente en España por la casa central japonesa. 

5.2. OTRAS NORMAS RELATIVAS A LA BASE IMPONIBLE DEL 
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. 

5.2.1. Activos afectos al establecimiento permanente. 

Señala el artículo 16.1 del TRLIRNR que: 

Se consideran elementos patrimoniales afectos al establecimiento 
permanente los vinculados funcionalmente al desarrollo de la actividad 
que constituye su objeto. 

Los activos representativos de la participación en fondos propios de una 
entidad sólo se considerarán elementos patrimoniales afectos al 
establecimiento permanente cuando éste sea una sucursal registrada en 
el Registro mercantil y se cumplan los requisitos establecidos 
reglamentariamente. 
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A estos efectos, se considerarán elementos patrimoniales afectos los 
transmitidos dentro de los tres períodos impositivos siguientes al de la 
desafectación. 

Es relevante observar que, aunque el establecimiento permanente tiene una 
razón de ser eminentemente territorial, sirve para gravar la renta que obtiene en 
una jurisdicción una entidad que no reside en él, el criterio de afectación de sus 
activos no es territorial, sino funcional. El elemento fundamental a analizar no es 
dónde está físicamente el activo, sino dónde se realizan las funciones humanas 
sustantivas respecto del mismo. 

Esta cuestión es, de nuevo, coherente con los IABEP. 

A efectos de gravar la renta del establecimiento permanente, se consideran 
afectos los bienes que se transmitan en los tres periodos posteriores a su 
desafectación. 

Por su parte, el artículo 18.5 del TRLIRNR señala que se integrará en la base 
imponible del establecimiento permanente la diferencia entre su valor de 
mercado y su valor contable en los siguientes supuestos: 

· cese de la actividad del establecimiento permanente, 

· transferencia del activo al extranjero y 

· traslado al extranjero de la actividad del establecimiento permanente. 

De acuerdo al artículo 18.7, si la transferencia del activo, o el traslado de la 
actividad se efectúa a un estado miembro de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo que haya celebrado un acuerdo con España o con la Unión 
Europea equivalente a la Directiva 2010/24/UE del Consejo, sobre la asistencia 
mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes a determinados 
impuestos, derechos y otras medidas, el contribuyente podrá optar por fraccionar 
el pago de la deuda tributaria en cinco partes anuales iguales. 

5.2.2. Reexportación de bienes previamente importados. 

El artículo 16.2 del TRLIRNR regula el tratamiento fiscal de los bienes que son 
importados y posteriormente reexportados. 

· Bienes de inmovilizado importados con carácter temporal y reexportados. Se 
entiende que no ha habido alteración patrimonial, sin perjuicio de que sí pueda 
haber pagos o gastos por su utilización. 

· Bienes de inmovilizado importados para afectarlos a las actividades del 
establecimiento permanente y posteriormente reexportados. En este caso, sí 
habrá habido una alteración patrimonial. 

· En caso de tratarse de existencias, se generaría un rendimiento de la actividad 
económica. 

5.2.3. Diversidad de establecimientos permanentes. 

Según el artículo 17, una entidad no residente tiene varios centros de negocio 
se considera que constituyen establecimientos permanentes diferentes siempre: 

“a) Que realicen actividades claramente diferenciables. 

b) Que la gestión de éstas se lleve de modo separado.” 
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Cada establecimiento permanente tributará independientemente, sin que las 
pérdidas de uno de ellos sean compensables con beneficios de otro. 

Sí podrán compensarse con beneficios futuros de ese mismo establecimiento 
permanente. 

Recordemos que esta regla es coherente con la ausencia de fuerza atractiva del 
establecimiento permanente establecida en los CDI y con la diversidad de 
establecimientos. 

5.2.4. Establecimientos permanentes que no cierren ciclo mercantil. 

Son establecimientos permanentes que no cierren ciclo mercantil los que no 
perciben una retribución por sus funciones, sino solo el reembolso de sus costes. 

Normalmente serán establecimientos que realicen sus operaciones para su 
propia casa central. 

Estas entidades deberán valorar sus operaciones con arreglo a las normas de 
operaciones vinculadas del artículo 18 de la LIS. 

En otras palabras, se valorarán las operaciones como si se tratase de una 
prestación de servicios intragrupo. 

Subsidiariamente, la base imponible se calculará: 

· aplicando el porcentaje Ministro de Economía y Hacienda sobre el total de los 
gastos incurridos en el desarrollo de la actividad que constituye el objeto del 
establecimiento permanente. Actualmente es el 15% según la OM 3626/2003. 

· a lo que se añadirán la cuantía íntegra de los ingresos de carácter accesorio, 
como intereses o cánones, y las ganancias y pérdidas patrimoniales derivadas 
de los elementos patrimoniales afectos al establecimiento. 

Sobre esta cantidad se aplicará el tipo de gravamen general, sin que sean 
aplicables a ella deducciones y bonificaciones. 

Cabe señalar que esta norma subsidiaria tiene un origen bastante antiguo, ya 
estaba prevista cuando los establecimientos permanentes tributaban por la 
antigua obligación real de contribuir del Impuesto sobre Sociedades. 

Actualmente nos parece complicado que las operaciones del establecimiento 
permanente no puedan valorarse recurriendo a las normas que regulan las 
operaciones vinculadas, por lo que no debería ser frecuente tener que recurrir a 
la regla subsidiaria. 

5.2.5. Obras de construcción, instalación o montaje, actividades o explotaciones 
económicas de temporada o estacionales, o actividades de exploración de 
recursos naturales. 

Estos establecimientos permanentes pueden optar por aplicar el régimen general 
de establecimientos permanentes, o bien un régimen especial basado en las 
reglas de las rentas obtenidas sin establecimiento permanente. 

En caso de optar por este segundo régimen, aplicarán las reglas relativas a 
rentas obtenidas sin establecimiento permanente previstas en los artículos 24.2 
y 25 del TRLIRNR. 

La base imponible será igual a la diferencia entre los ingresos íntegros y los 
gastos de personal, de aprovisionamiento de materiales incorporados a las obras 
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o trabajos y de suministros, en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente. 

El devengo se producirá cuando resulte exigible el cobro, o en la fecha del cobro 
si ésta fuera anterior. Habrá devengo separado para cada operación. 

El tipo de gravamen aplicable será el de las rentas obtenidas sin mediación de 
establecimiento permanente. 

No cabrá aplicar bases imponibles negativas, deducciones ni bonificaciones. 

Las obligaciones contables y registrales se limitarían presentar declaración 
censal y comunicar los cambios, y a conservar los justificantes de ingresos, 
pagos, y retenciones e ingresos a cuenta. 

5.2.6. Gastos no deducibles. 

Los apartados 6 y 7 del artículo 18 establecen una serie de reglas de no 
deducibilidad de gastos cuando no tengan contrapartida en un ingreso tributable 
en la casa central, en otro establecimiento permanente o en una persona o 
entidad vinculada. 

Tampoco serán deducibles los gastos que den lugar a una doble deducción de 
ese gasto y que no se compensen con un ingreso. No obstante, el gasto sí será 
deducible si la doble deducción se compensa con un ingreso en alguno de los 
tres ejercicios siguientes. 

5.3. DEUDA TRIBUTARIA, DEVENGO Y DECLARACIÓN. 

Los establecimientos deben soportar dos tipos de cuotas, la primera, podemos 
considerarla ordinaria de su actividad, y la segunda es una imposición 
complementaria por las transferencias de rentas al extranjero que no hayan sido 
deducibles y que podemos considerar asimilable al pago de un dividendo por 
una sociedad. 

Respecto a la cuota correspondiente a la actividad ordinaria del establecimiento 
permanente: 

· la cuota íntegra resultará de aplicar el tipo de gravamen del Impuesto sobre 
Sociedades a la base imponible, 

· para calcular la cuota líquida, podrán deducirse bonificaciones y deducciones 
previstas en la norma del Impuesto sobre Sociedades, sin exceder nunca de la 
cuota íntegra, 

· de la cuota líquida podrán deducirse retenciones y pagos a cuenta, 

· el periodo impositivo coincidirá con el ejercicio económico del establecimiento 
permanente, que no podrá exceder de 12 meses, y corresponderá al año natural 
si no se establece otro distinto, 

· el periodo impositivo concluirá anticipadamente en caso de finalización de la 
actividad del establecimiento permanente, desafectación de la inversión en su 
día efectuada respecto del establecimiento permanente, traslado al extranjero, 
transmisión del establecimiento permanente, traslado de la residencia de la casa 
central o fallecimiento del titular persona física, 

· el devengo del impuesto se produce el último día del periodo impositivo, 
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· el plazo general de declaración equivale al del Impuesto sobre Sociedades, 
esto es, 25 días siguientes a los 6 meses posteriores al cierre del ejercicio, 

· los establecimientos permanentes soportarán retenciones, estarán obligados a 
efectuar pagos fraccionados y practicarán retenciones en sus pagos, en los 
mismos términos que las entidades sujetas al Impuesto sobre Sociedades, y 

· los establecimientos permanentes estarán obligados a llevar contabilidad 
separada y tendrán las obligaciones formales de las entidades sujetas al 
Impuesto sobre Sociedades. 

Respecto a la imposición complementaria, el TRLIRNR establece un pago 
adicional del 19% para “las cuantías transferidas con cargo a las rentas del 
establecimiento permanente, incluidos los pagos a que hace referencia el 
artículo 18.1.a), que no hayan sido gastos deducibles a efectos de fijación de la 
base imponible del establecimiento permanente”. 

Obsérvese que este pago complementario tiene una naturaleza similar a la de 
un dividendo. Una sociedad que obtuviese un beneficio y lo transfiriese a su 
matriz en forma de dividendo, debería realizar una retención sobre el mismo. Sin 
embargo, dado que el establecimiento permanente no es una entidad distinta de 
su casa central, no habría un dividendo cuando las rentas que obtiene se 
transfieren al extranjero. Este pago complementario, salva esta diferencia. 

Ahora bien, igual que el dividendo está exento de retención en ciertos supuestos, 
también esta imposición complementaria no se exige en casos análogos: 

· cuando la casa central se encuentra en un territorio de la Unión Europea, salvo 
que se trate de un paraíso fiscal y 

· cuando resulte del CDI suscrito con el país de residencia de la casa central. 
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